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 LEY 2/2009, POR LA QUE SE REGULA LA CONTRATACIÓN CON LOS 

CONSUMIDORES DE PRÉSTAMOS O CRÉDITOS HIPOTECARIOS Y DE 

SERVICIOS DE INTERMEDIACIÓN PARA LA CELEBRACIÓN DE 

CONTRATOS DE PRÉSTAMO O CRÉDITO. 

Texto vigente y modificaciones que propone el Proyecto de Ley reguladora de los contratos 

de crédito inmobiliario. 1  

 
 

 

 Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula 

la contratación con los consumidores de 

préstamos o créditos hipotecarios y de servicios 

de intermediación para la celebración de 

contratos de préstamo o crédito. 
 

[Texto consolidado] 

 

 Proyecto de Ley reguladora de los contratos de 

crédito inmobiliario.  . 

 

[modificación] 

 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

 

Artículo 1. Ámbito de aplicación.  

 

1.Lo dispuesto en esta Ley será de aplicación a la 

contratación de los consumidores con aquellas 

personas físicas o jurídicas (en adelante, las 

empresas) que, de manera profesional, realicen 

cualquiera de las actividades que consistan en:  

 

a) La concesión de préstamos o créditos 

hipotecarios bajo la forma de pago aplazado, 

apertura de crédito o cualquier otro medio 

equivalente de financiación. 

 

 b) La intermediación para la celebración de un 

contrato de préstamo o crédito con cualquier 

finalidad, a un consumidor, mediante la 

presentación, propuesta o realización de trabajos 

preparatorios para la celebración de los 

mencionados contratos, incluida, en su caso, la 

puesta a disposición de tales contratos a los 

consumidores para su suscripción.  

 

A los proveedores de bienes y servicios que actúen 

como intermediarios para la contratación de 

préstamos o créditos destinados a la financiación de 

los productos que comercialicen, únicamente les 

será de aplicación lo dispuesto en el artículo 22.5. 

 

 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

 

Artículo 1. Ámbito de aplicación.  

 

1. Lo dispuesto en esta Ley será de aplicación a la 

contratación de los consumidores con aquellas 

personas físicas o jurídicas (en adelante, las empresas) 

que, de manera profesional, realicen cualquiera de las 

actividades que consistan en:  

 

a) La concesión de préstamos o créditos hipotecarios, 

distintos a los previstos en el artículo 2.1.a) y b) de la 

Ley XX/2017, reguladora de los contratos de crédito 

inmobiliario, bajo la forma de pago aplazado, apertura 

de crédito o cualquier otro medio equivalente de 

financiación.  

 

b) La intermediación para la celebración de un contrato 

de préstamo o crédito con cualquier finalidad, a un 

consumidor, salvo la prevista en el artículo 2.1.c) de la 

Ley XX/2017, reguladora de los contratos de crédito 

inmobiliario, mediante la presentación, propuesta o 

realización de trabajos preparatorios para la 

celebración de los mencionados contratos, incluida, en 

su caso, la puesta a disposición de tales contratos a los 

consumidores para su suscripción.  

 

A los proveedores de bienes y servicios que actúen 

como intermediarios para la contratación de préstamos 

o créditos destinados a la financiación de los productos 

                                                 
1 En la columna de la derecha se resaltan en color rojo las modificaciones, adiciones y/o derogaciones propuestas en el Proyecto de 

Ley. 



 Tienen la consideración de consumidores las 

personas físicas y jurídicas que, en los contratos a 

que se refiera esta Ley, actúan en un ámbito ajeno a 

su actividad empresarial o profesional.  

 

2. Lo dispuesto en esta Ley no será de aplicación 

cuando las actividades previstas en el apartado 

anterior sean prestadas por entidades de crédito o 

sus agentes, ni a las actividades incluidas en el 

ámbito de aplicación de la Ley 28/1998, de 13 de 

julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles.  

 

3. Lo establecido en esta Ley se entenderá sin 

perjuicio de lo dispuesto en otras Leyes generales o 

en la legislación de protección de los derechos de 

los consumidores y usuarios, en particular en el 

Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 

noviembre, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley General para la Defensa de los 

Consumidores y Usuarios y otras Leyes 

complementarias, la Ley 7/1998, de 13 de abril, 

sobre condiciones generales de la contratación, la 

Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 

Publicidad, la Ley de 23 de julio de 1908, de 

nulidad de los contratos de préstamos usurarios, la 

Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito al 

Consumo y la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre 

comercialización a distancia de servicios 

financieros destinados a los consumidores. En caso 

de conflicto, será de aplicación la norma que 

contenga un régimen más preciso de control de las 

actividades definidas en el apartado primero o 

suponga una mayor protección de los consumidores 

y usuarios.  

 

[…] 

 

 

Artículo 5. Obligaciones de transparencia en 

relación con los precios.  

 

1.Las empresas establecerán libremente sus tarifas 

de comisiones, condiciones y gastos repercutibles a 

los consumidores, sin otras limitaciones que las 

contenidas en esta Ley, en la Ley de 23 de julio de 

1908 y en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 

de noviembre, en materia de cláusulas abusivas. 

 

 En las tarifas de comisiones o compensaciones y 

gastos repercutibles, incluidas las actividades de 

asesoramiento, se indicarán los supuestos y, en su 

caso, periodicidad con que serán aplicables. Las 

comisiones o compensaciones y gastos repercutidos 

deben responder a servicios efectivamente 

prestados o a gastos habidos. En ningún caso 

podrán cargarse comisiones o gastos por servicios 

no aceptados o solicitados en firme y de forma 

expresa por el consumidor. 

 

 2. No obstante lo establecido en el apartado 

anterior:  

a) En los préstamos o créditos hipotecarios será de 

que comercialicen, únicamente les será de aplicación lo 

dispuesto en el artículo 22.5.  

 

Tienen la consideración de consumidores las personas 

físicas y jurídicas que, en los contratos a que se refiera 

esta Ley, actúan en un ámbito ajeno a su actividad 

empresarial o profesional. 

 

2. Lo dispuesto en esta Ley no será de aplicación 

cuando las actividades previstas en el apartado anterior 

sean prestadas por entidades de crédito o sus agentes, 

ni a las actividades incluidas en el ámbito de aplicación 

de la Ley 28/1998, de 13 de julio, de Venta a Plazos de 

Bienes Muebles.  

 

3. Lo establecido en esta Ley se entenderá sin perjuicio 

de lo dispuesto en otras Leyes generales o en la 

legislación de protección de los derechos de los 

consumidores y usuarios, en particular en el Real 

Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley General 

para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 

otras Leyes complementarias, la Ley 7/1998, de 13 de 

abril, sobre condiciones generales de la contratación, la 

Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 

Publicidad, la Ley de 23 de julio de 1908, de nulidad 

de los contratos de préstamos usurarios, la Ley 7/1995, 

de 23 de marzo, de Crédito al Consumo y la Ley 

22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a 

distancia de servicios financieros destinados a los 

consumidores. En caso de conflicto, será de aplicación 

la norma que contenga un régimen más preciso de 

control de las actividades definidas en el apartado 

primero o suponga una mayor protección de los 

consumidores y usuarios 

 

[…] 

 

Artículo 5. Obligaciones de transparencia en relación 

con los precios.  

 

1.Las empresas establecerán libremente sus tarifas de 

comisiones, condiciones y gastos repercutibles a los 

consumidores, sin otras limitaciones que las contenidas 

en esta Ley, en la Ley de 23 de julio de 1908 y en el 

Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, 

en materia de cláusulas abusivas.  

 

 

En las tarifas de comisiones o compensaciones y gastos 

repercutibles, incluidas las actividades de 

asesoramiento, se indicarán los supuestos y, en su caso, 

periodicidad con que serán aplicables. Las comisiones 

o compensaciones y gastos repercutidos deben 

responder a servicios efectivamente prestados o a 

gastos habidos. En ningún caso podrán cargarse 

comisiones o gastos por servicios no aceptados o 

solicitados en firme y de forma expresa por el 

consumidor.  

 

2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, en 

los préstamos o créditos hipotecarios será de aplicación 



aplicación lo dispuesto en materia de compensación 

por amortización anticipada por la legislación 

específica reguladora del mercado hipotecario, 

salvo que se tratara de préstamos o créditos 

hipotecarios concedidos con anterioridad al 9 de 

diciembre de 2007 y el contrato estipule el régimen 

de la comisión por amortización anticipada 

contenido en la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre 

subrogación y modificación de préstamos 

hipotecarios, en cuyo caso, será éste el aplicable.  

b) En los préstamos o créditos hipotecarios sobre 

viviendas, la comisión de apertura, que se 

devengará una sola vez, englobará cualesquiera 

gastos de estudio, de concesión o tramitación del 

préstamo o crédito hipotecario u otros similares 

inherentes a la actividad de la empresa ocasionada 

por la concesión del préstamo o crédito. En el caso 

de préstamos o créditos denominados en divisas, la 

comisión de apertura incluirá, asimismo, cualquier 

comisión por cambio de moneda correspondiente al 

desembolso inicial del préstamo o crédito.  

 

Las restantes comisiones y gastos repercutibles a 

cargo del consumidor, que la empresa aplique sobre 

estos préstamos o créditos, deberán responder a la 

prestación de un servicio específico distinto de la 

concesión o de la administración ordinaria del 

préstamo o crédito.  

 

3. Las empresas no podrán cargar cantidades 

superiores a las que se deriven de las tarifas, 

aplicando condiciones más gravosas o 

repercutiendo gastos no previstos.  

 

4. Las empresas están obligadas a notificar al 

Registro en el que figuren inscritas, con carácter 

previo a su aplicación, los precios de los servicios, 

las tarifas de las comisiones o compensaciones y 

gastos repercutibles que aplicarán, como máximo, a 

las operaciones y servicios que prestan, y los tipos 

de interés máximos 

 

 

5. Los precios, tarifas y gastos repercutibles a que 

se refiere el apartado anterior se recogerán en un 

folleto, que se redactará de forma clara, concreta y 

fácilmente comprensible para los consumidores, 

evitando la inclusión de conceptos innecesarios o 

irrelevantes. Este folleto, que estará disponible para 

los consumidores conforme a lo previsto en el 

artículo siguiente, será asimismo remitido al 

registro en el que figuren inscritas y su contenido se 

ajustará a las normas que reglamentariamente 

puedan dictar las comunidades autónomas en el 

ejercicio de sus competencias 

 

lo dispuesto en materia de compensación por 

amortización anticipada por la legislación específica 

reguladora del mercado hipotecario, salvo que se 

tratara de préstamos o créditos hipotecarios concedidos 

con anterioridad al 9 de diciembre de 2007 y el 

contrato estipule el régimen de la comisión por 

amortización anticipada contenido en la Ley 2/1994, de 

30 de marzo, sobre subrogación y modificación de 

préstamos hipotecarios, en cuyo caso, será éste el 

aplicable.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Las restantes comisiones y gastos repercutibles a cargo 

del consumidor, que la empresa aplique sobre estos 

préstamos o créditos, deberán responder a la prestación 

de un servicio específico distinto de la concesión o de 

la administración ordinaria del préstamo o crédito.  

 

 

3. Las empresas no podrán cargar cantidades superiores 

a las que se deriven de las tarifas, aplicando 

condiciones más gravosas o repercutiendo gastos no 

previstos.  

 

4. Las empresas están obligadas a notificar al Registro 

en el que figuren inscritas, con carácter previo a su 

aplicación, los precios de los servicios, las tarifas de las 

comisiones o compensaciones y gastos repercutibles 

que aplicarán, como máximo, a las operaciones y 

servicios que prestan, y los tipos de interés máximos de 

los productos que comercializan, incluidos, en su caso, 

los tipos de interés por demora.  

 

5. Los precios, tarifas y gastos repercutibles a que se 

refiere el apartado anterior se recogerán en un folleto, 

que se redactará de forma clara, concreta y fácilmente 

comprensible para los consumidores, evitando la 

inclusión de conceptos innecesarios o irrelevantes. Este 

folleto, que estará disponible para los consumidores 

conforme a lo previsto en el artículo siguiente, será 

asimismo remitido al registro en el que figuren 

inscritas y su contenido se ajustará a las normas que 

reglamentariamente puedan dictar las comunidades 

autónomas en el ejercicio de sus competencias. 

 

 


